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ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA

El apoderado judicial de la ciudadana Leydi Yohana Tafur Alzate interpuso acción de tutela en contra de la Fiscalía 28 Especializada de Bogotá, ante la presunta configuración de una vía de hecho luego de que esa entidad mediante resolución del 4 de octubre de 2013 por medio de la cual resolvió iniciar acción de extinción de dominio sobre 36 lotes, afectara el predio con matricula inmobiliaria Nro. 280-157830 finca “La Giralda, hoy La Flora” de propiedad de la accionante, al considerar que se trataba del mismo bien inmueble con matricula inmobiliaria Nro. 280-74817 finca “El Horizonte” ubicado en la vereda La Carmelita de Quimbaya, Quindío, de propiedad del señor José Clearco Tafur Guevara, a quien esa Delegada le adelanta proceso de extinción de dominio sobre sus bienes.  
Pese a que la inconsistencia referida se puso de presente en la diligencia, el primero de los bienes enunciados fue secuestrado y puesto a disposición del Consorcio Inmobiliario del Eje Cafetero, despojando a  la señora Tafur Álzate de la posesión de su predio, sin estar vinculada a ningún proceso penal.  
La honorable Corte Constitucional, en auto 124 del 25 de marzo de 2009, estableció, entre otras precisiones, que el decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el auto 198 del pasado 28 mayo de 2009 aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del Decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

Significa lo anterior, que cuando ocurre un caso como el presente, es decir, cuando se procura el amparo constitucional contra un funcionario judicial, quien tiene la obligación de asumir el conocimiento, es el superior funcional del despacho accionado. 

De manera que como quien ostenta la condición de sujeto pasivo de esta acción es la Fiscalía 28 Especializada de Bogotá, el competente para dirimir el asunto en primera instancia -de manera exclusiva- es la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá –Reparto-, a donde se ordena remitir la actuación inmediatamente, atendiendo al lo establecido en los artículos 1 numeral 2 del Decreto 1382 de 2000.   

Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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